
38

RHS. Revista. Humanismo. Soc. 8(1): 38 - 49, julio 2020 / ISSNe 2339-4196

Protection of women in Colombia, an 
analysis in the context of the armed conflict

Artículo de reflexión derivado 
de investigación

La protección de las 
mujeres en Colombia, 
un análisis en el marco 
del conflicto armado

Diana Patricia Ortega García1

diana.ortega@uniremington.edu.co

https://orcid.org/0000-0001-6020-9090

https://doi.org/10.22209/rhs.v8n1a03

Recibido: marzo 12 de 2020.

Aceptado: junio 12 de 2020.

R e s u m e n

El conflicto armado colombiano es el único en-
frentamiento originado en el siglo xx que aún per-
manece activo en el continente americano y cuya 
principal característica son los combates entre 
grupos armados de izquierda y derecha, en contra 
del gobierno nacional. En medio de los combates, 
la población civil ha sido la principal víctima, pero 
en su interior han sido las mujeres quienes mayo-
res consecuencias han sufrido. A través de una 
revisión literaria sobre el tema, el presente escrito 
aborda la estructura normativa e institucional que 
tienen las mujeres colombianas para la protección 
de sus derechos en el marco del conflicto armado. 
Los resultados muestran que, a pesar de la exis-
tencia de leyes nacionales e instrumentos interna-
cionales para su protección, la cultura patriarcal 
arraigada en la sociedad colombiana y la misma 

1  Docente de la Dirección de Humanidades, Corporación 
Universitaria Remington.

dinámica del sistema de justicia generan que no 
exista seguridad jurídica respecto a la protección 
de la integridad de la población femenina en el 
contexto nacional.
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A b s t r a c t

The Colombian armed conflict is the only 
confrontation originated in the 20th century that is 
still running active in the American continent, whose 
main feature is the combat between left-and-right-
wing armed groups and the national government. 
In the midst of the confrontation, civilians have 
been the main victims, particularly women, 
who have suffered the greatest consequences. 
Through a review of literature, this paper presents 
the regulatory and institutional structure available 
to Colombian women for protecting their rights in 
the context of the armed conflict. The results show 
that, while national and international laws are in 
place to protect women’s rights, the patriarchal 
culture rooted in Colombian society as well as the 
dynamics of the domestic justice system result 
in the lack of legal certainty for protecting the 
integrity of Colombian women.
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Introducción

En un contexto de conflicto armado, la vio-
lencia en contra de las mujeres es una 

práctica constante, pues además de ser vícti-
mas de diversos tipos de violencia, sus cuer-
pos son transformados en territorio de guerra 
y estrategia para atacar al enemigo. El conflic-
to armado colombiano no ha sido ajeno a esta 
práctica y la población femenina del país ha 
sufrido diferentes formas de violencia armada 
que, sumadas a una cultura patriarcal, la han 
ubicado en un papel de inferioridad social.

En el marco de los enfrentamientos entre gru-
pos de izquierda y de derecha, y de estos en 
contra del Estado, las mujeres colombianas 
han sido victimizadas por todos los tipos de 
actores armados, pero no han encontrado ni 
la protección ni la atención que requieren por 
parte de las instituciones gubernamentales, 
pues al ser sus derechos vulnerados deben 
acudir a un sistema judicial que no les brinda 
la atención correcta, que las revictimiza o las 
obliga a sufrir en silencio las consecuencias 
de los atropellos cometidos en contra de sus 
derechos. Aun quienes logran obtener aten-
ción, representan un porcentaje muy pequeño 
del total de víctimas que han generado las di-
námicas del conflicto.

Esta situación se presenta en un contexto jurí-
dico que cuenta con estrategias específicas de 
protección y atención hacia esta población, las 
cuales responden a la obligación jurídica que 
emana de la constitución nacional y los dere-
chos que esta determina tanto para hombres 
y mujeres. Así mismo, el gobierno nacional 
posee responsabilidad jurídica internacional 
para la protección de las mujeres tanto en el 
marco del conflicto como en contextos de nor-
malidad. Sin embargo, ni la normativa nacional 

ni la internacional han logrado garantizar la 
completa protección de los derechos de las 
mujeres en el territorio colombiano.

Dicho esto, el presente escrito tiene por obje-
tivo exponer la violencia en contra de la mujer 
en el marco del conflicto armado colombiano, 
a través de la descripción de sus característi-
cas y el análisis de los instrumentos jurídicos 
nacionales e internacionales que existen para 
su persecución, investigación y sanción, de tal 
forma que se evidencie su aplicabilidad por 
parte de las instituciones correspondientes y 
la efectividad para dar atención a las víctimas.

Materiales y métodos

Esta investigación se desarrolla a través de un 
método descriptivo, en la medida que es nece-
sario detallar la violencia hacia la mujer en el 
marco del conflicto y los instrumentos jurídi-
cos nacionales e internacionales aplicables a 
este contexto. El proceso investigativo utiliza 
un diseño documental con un enfoque sistémi-
co a través de la recopilación de datos, resulta-
do de la revisión literaria relevante acerca del 
tema de estudio y la información que proveen 
diversas fuentes gubernamentales, no guber-
namentales y organizaciones internacionales.

Resultados

La protección jurídica hacia la mujer colom-
biana emana en principio de la Constitución 
Política de Colombia de 1991 (Const., 1991), 
que establece que el país es un Estado social 
de derecho, lo que significa que es el Estado 
el encargado de dar protección a la población, 
de atender sus requerimientos y de garantizar 
y promover sus derechos fundamentales. El 
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documento determina que el derecho a la vida 
es inviolable (art. 11), que la desaparición for-
zada, la tortura y los tratos crueles, inhumanos 
o degradantes están prohibidos (art. 12); y que 
todas las personas nacen libres e iguales ante 
la ley (art. 13). De igual forma, establece que la 
esclavitud, la servidumbre y la trata de seres 
humanos en todas sus formas están prohibi-
das (art. 17) y que el derecho a la honra debe 
ser garantizado (art. 21).

Estos apartados de la constitución fundamen-
tan un ordenamiento jurídico colombiano con 
unos derechos mínimos, que bajo el artículo 
43 del mismo documento, deben ser garanti-
zados en igualdad de derechos y oportunida-
des para mujeres y hombres, haciendo énfasis 
en que la mujer no puede ser sometida a nin-
guna clase de discriminación. Considerando 
la existencia de un conflicto armado interno 
por más de sesenta años, junto a la constitu-
ción existen otras leyes e instrumentos que se 
enfocan en la protección de las mujeres en el 
marco de los enfrentamientos:

• La Ley 1719 de 2014, que establece medi-
das para garantizar el acceso a la justicia 
de las víctimas de violencia sexual, en espe-
cial la violencia sexual con ocasión del con-
flicto armado. Esta ley no limita la violencia 
sexual hacia el abuso físico y sexual, sino 
que incluye otros delitos como el aborto 
forzado y la esclavitud sexual.

• La Ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz 
que definió el sistema de justicia transicio-
nal para la desmovilización y desarme de 
las Autodefensas Unidas de Colombia.

• La Ley 1148 de 2011 o Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras que establece me-
didas específicas de atención y reparación 
para las víctimas del conflicto armado. 

Esta hace especial énfasis en la atención 
preferencial que deben recibir las mujeres 
en los trámites administrativos y judiciales 
del proceso de restitución, y privilegia a las 
mujeres cabeza de familia y en condición 
de desplazadas.

• El acuerdo general para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz es-
table y duradera, suscrito entre el gobier-
no colombiano y el grupo guerrillero de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia, Ejército del Pueblo (FARC-EP) 
en el año 2016.2 El acuerdo incluye entre 
sus principios la igualdad y el enfoque de 
género, a través del cual se reconocen las 
necesidades específicas y diferenciales de 
las mujeres, lo que implica la adopción de 
medidas especiales para dar cumplimiento 
a lo acordado.

A este ordenamiento interno se suman instru-
mentos jurídicos internacionales ratificados 
por el Estado colombiano aplicables en con-
textos, tanto de conflicto armado como de 
normalidad, cuyo objetivo principal es la pro-
tección hacia las mujeres. Entre los principa-
les se identifican:3

• Convención Interamericana sobre la con-
cesión de los derechos civiles de la mujer 
de 1948, ratificada a través de la Ley núm. 
8 de 1959.

2  La Proposición núm. 83, publicada en la Gaceta núm. 39 del 
Congreso, el 7 de febrero de 2017, da cuenta de que, en ejer-
cicio del artículo 248 de la Ley núm. 5 de 1992, el Senado 
de la República decidió la refrendación del acuerdo final por 
parte del Congreso de la República.

3  Leyes colombianas en materia de protección hacia las mu-
jeres. Disponible en: http://www.suin-juriscol.gov.co/legis-
lacion/diadelamujer.html
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• Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mu-
jer de 1979, ratificada por la Ley núm. 51 
de 1981.

• Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer de 1994, ratificada por la Ley núm. 
248 de 1995.

Otros documentos internacionales firmados 
y ratificados por Colombia que, sin enfocarse 
específicamente en la población de mujeres, 
también son instrumentos para su protección, 
especialmente en contextos de conflictos, son:

• Pacto de los Derechos Civiles y Políticos y 
el Pacto de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, ambos de 1966, a través 
de la Ley núm. 74 de 1968 y cuya entrada en 
vigor se dio en enero de 1976.

• Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o «Pacto de San José de Costa 
Rica» de 1969, por medio de la Ley núm. 16 
de 1972.

• Cuatro Convenios de Ginebra y sus dos pro-
tocolos adicionales, el primero ratificado en 
1993 y el segundo en 1995.

• Estatuto de Roma, ratificado por el Congre-
so de la República a través de la Ley núm. 
724 de 2002, la cual está legitimada por la 
Corte Constitucional a través de la senten-
cia C-578/02 del mismo año.

Cada uno de estos documentos da cuenta de 
que el ordenamiento jurídico colombiano po-
see una obligación nacional e internacional 
para proteger los derechos de las mujeres, 
tanto en tiempo de conflicto como por fuera 
de él. Sin embargo, su existencia no es sinóni-
mo de eficacia, pues la realidad de esta protec-
ción está lejos de la obligación, especialmente 
bajo un sistema de justicia poco efectivo y en 

el marco de un conflicto con tantas particulari-
dades como el colombiano.

Al respecto, el informe ¡Basta ya! Colombia, 
Memorias de Guerra y Dignidad, afirma que «la 
estigmatización y revictimización que ocurren 
tanto en ámbitos sociales como instituciona-
les han inhibido la denuncia y silenciados los 
hechos» (Grupo de Memoria Histórica [gmh], 
2013, p. 77). Los estudios del grupo describen 
testimonios de mujeres que denuncian como 
algunos funcionarios no creyeron la veracidad 
de los hechos violentos, al estar inspirados en 
representaciones estereotipadas de la violen-
cia sexual o al reproducir prejuicios que des-
estiman lo narrado por las víctimas. Este tipo 
de fallas genera que las mujeres víctimas deci-
dan no denunciar las agresiones, pues el mis-
mo proceso de investigación las revictimiza o 
las sanciones impuestas tienen altos grados 
de impunidad.

Para la Corte Constitucional colombiana, a 
través de Auto 092 (Chaparro, 2013), entre 
los problemas judiciales para dar castigo a los 
crímenes cometidos en contra de las mujeres 
en el marco del conflicto, se encuentran los 
obstáculos asociados a la desconfianza de las 
mujeres en el Estado, la vergüenza, el desco-
nocimiento de los procedimientos, la debilidad 
de las instituciones, la influencia de los este-
reotipos de género, la presencia de actores 
armados y la dificultad de las mujeres para el 
ejercicio de sus derechos (p. 37).

Por otra parte, las características particula-
res del conflicto armado colombiano también 
dificultan el acceso a la justicia por parte de 
las mujeres. En ese sentido, el enfrentamiento 
se caracteriza porque el gobierno nacional no 
se enfrenta solo a un grupo rebelde que está 
en contra del orden establecido, sino que 
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también existen otros fenómenos subversivos 
e ilegales que generan inestabilidad en el país. 
Cada uno de los actores involucrados, tanto 
los grupos de izquierda y derecha como los 
carteles del narcotráfico, así como las mismas 
fuerzas del Estado, han sido victimarios a lo 
largo del conflicto.

Sobre el tema, el primer capítulo del informe 
del Grupo de Memoria Histórica se dedica a 
la descripción del uso de catorce modalidades 
de violencia cuya principal víctima ha sido la 
población civil. Entre estas se encuentran los 
asesinatos selectivos, el secuestro, las masa-
cres, las desapariciones forzadas, el desplaza-
miento forzado, la tortura y sevicia, las minas 
anti persona, la violencia sexual, el recluta-
miento de menores de edad, los atentados 
terroristas, los ataques a bienes civiles, las 
amenazas, acciones bélicas, entre otros, que 
fueron cometidos por los diversos actores al 
margen de la ley y por miembros de las fuer-
zas estatales.

«En las mujeres, estos hechos de violencia 
han dejado huellas profundas y diferenciales 
en sus cuerpos y en su psiquis, han trastoca-
do su cotidianidad y han alterado sustancial-
mente sus creencias y sus formas y proyectos 
de vida» (gmh, 2013, p. 305). En ese orden de 
ideas, la violencia contra la mujer en Colombia 
se expresa principalmente a través de la cul-
tura patriarcal, la cual se profundiza en el con-
texto de la guerra. Sánchez (2008), al trasladar 
este problema al conflicto armado, afirma que:

El poder patriarcal se materializa al conver-
tir el cuerpo de las mujeres en territorio que 
se disputan los actores armados, ya que la 
cultura militar valora y refuerza los estereo-
tipos machistas y subvalora las cualidades 
que se le atribuyen a la mujer. (p. 65)

De acuerdo con Restrepo Yepes (2007):

Entre los principales tipos de violencia 
ejercida por los actores armados en Co-
lombia hacia la población femenina son la 
violación y esclavitud sexual, el uso obliga-
torio de métodos anticonceptivos y abor-
tos, la imposición de trabajos domésticos 
forzados y su marginación en la participa-
ción en la vida pública. (p. 91)

La analista añade que «la mayoría de las muje-
res y niñas afectadas son campesinas, indíge-
nas, afrocolombianas y desplazadas, que son 
discriminadas no solo por su género, sino tam-
bién por su origen étnico» (p. 91). Otros actos 
violentos fueron:

Las violaciones masivas y múltiples, viola-
ciones a mujeres privadas de su libertad, 
mutilación de órganos sexuales femeni-
nos, mutilación de los fetos de las mujeres 
embarazadas, actos humillantes y degra-
dantes, esclavitud sexual, embarazos for-
zados y persecución a lesbianas, travestis, 
prostitutas y gays. (Sánchez, 2008, p. 68)

Al citar el auto 092 de 2008, la Unidad para la 
Atención y la Reparación Integral a las Vícti-
mas (s.f.) afirma que:

Las mujeres colombianas están expues-
tas a diez riesgos de género en el marco 
del conflicto armado: violencia sexual, 
explotación sexual o abuso sexual; explo-
tación para ejercer labores domésticas; 
reclutamiento forzado de sus hijos e hi-
jas por los actores armados; contacto de 
las relaciones familiares o personas con 
los integrantes de un grupo armado ile-
gal o fuerza pública; afectaciones por su 
pertenencia a organizaciones sociales, 
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comunitarias o políticas de mujeres; per-
secución y asesinato por las estrategias 
de control coercitivo; asesinato o des-
aparición de su proveedor económico; 
despojo de sus tierras; discriminación y 
vulnerabilidad; y pérdida o ausencia de su 
compañero o proveedor económico du-
rante el proceso de desplazamiento. (p. 9)

Estos actos de violencia en contra de la mujer 
en el marco del conflicto armado colombiano 
han sido perpetrados por todos los actores ar-
mados, sin embargo, esta tiene mayor preva-
lencia entre los grupos paramilitares quienes 
la usan con el objetivo de:

Atacar a mujeres por su condición de lide-
razgo, para destruir el circulo afectivo de 
aquellos considerados como enemigos, 
para «castigar» conductas transgresoras 
desde la perspectiva del actor armado, 
como asociación a prácticas culturales y 
orientada a generar cohesión entre los inte-
grantes del grupo y el afianzamiento de sus 
identidades violentas. (gmh, 2013, p. 80)

En cuanto a los grupos guerrilleros y miem-
bros de la fuerza pública, los mismos estudios 
evidencian que el uso de la violencia sexual 
por parte de estos actores se clasifica como 

oportunista, al no estar ligado a la consecu-
ción de objetivos militares o estratégicos, no 
obstante, al interior de los grupos guerrilleros 
se identificó que existen prácticas obligatorias 
como el uso de métodos anticonceptivos y el 
aborto forzado (gmh, 2013).

Los hechos violentos en el marco de un con-
flicto armado pueden generar afectaciones 
emocionales, psicológicas y sociales, pero 
cuando se hace referencia a los delitos sexua-
les, se identifican consecuencias como enfer-
medades de trasmisión sexual, lesiones en los 
órganos genitales, embarazos no deseados, 
aborto, complicaciones ginecológicas, cam-
bios en los órganos sexuales y dolores de ca-
beza frecuentes (Unidad para la Atención y la 
Reparación Integral a las Víctimas, s.f.). A esto 
se suman sentimientos de culpa y vergüenza, 
considerando que la sociedad colombiana 
tiende a estigmatizar y aislar socialmente a las 
mujeres víctimas de este tipo de actos.

En ese orden de ideas, el Registro Único de 
Víctimas (ruv), adscrito a la Unidad para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
registra desde el 1° de enero de 1985 y el 26 de 
junio de 2020, las siguientes cifras y hechos 
violentos en contra de mujeres (Tabla 1):
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Tabla 1. Número de víctimas de hechos violentos en el conflicto armado colombiano 
(entre el 1° de enero de 1985 y el 26 de junio de 2020)

HECHO MUJERES HOMBRES

Abandono o Despojo forzado de tierras 13.088 13.028

Acto terrorista / Atentados / Combates / 
Enfrentamientos / Hostigamientos 42.313 51.029

Amenaza 275.115 257.273

Confinamiento 22.518 23.411

Delitos contra la libertad y la integridad 
sexual en desarrollo del conflicto armado 30.651 2.477

Desaparición forzada 91.584 101.603

Desplazamiento forzado 4.624.638 4.325.377

Homicidio 537.012 592.640

Lesiones personales físicas 3.127 6.595

Lesiones personales psicológicas 5.455 10.572

Minas antipersonal, munición sin explotar 
y artefacto explosivo improvisado 1.167 10.839

Perdida de bienes muebles o inmuebles 62.788 66.628

Secuestro 9.660 29.083

Sin información 9.632 9.338

Tortura 4.654 6.251

Vinculación de niños niñas y adolescentes 
a actividades relacionadas con grupos 
armados

3.019 5.885

Total 5.736.421 5.512.029

Nota. Construcción propia a partir de los datos del Registro Único de Víctimas 

(Unidad para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas, 2020).

Esta información muestra que el número de 
víctimas es mayor entre las mujeres, sien-
do el desplazamiento forzado, el homicidio y 
las amenazas, los hechos violentos que más 
las afectan, situación que se presenta con las 
mismas tendencias entre hombres. En la ma-
yoría de actos violentos se evidencian datos 
similares, lo que muestra que estos son reali-
zados como estrategia de guerra por parte de 
los actores subversivos, tanto hacia hombres 
como mujeres, sin hacer distinción de las con-
secuencias que pueda generar según el géne-
ro. Sin embargo, en las cifras que se presentan 

para los delitos contra la integridad sexual, la 
diferencia entre los datos de mujeres y hom-
bres es bastante amplia, de lo cual se concluye 
que es un tipo de violencia cuyo uso se define 
por la identidad de género de la víctima.

Ante este panorama, la Unidad para la Aten-
ción y la Reparación Integral a las Víctimas 
(2018), con el apoyo de ONU Mujeres Colom-
bia, afirma que, hasta al 30 de septiembre de 
2017, 7009 indemnizaciones administrativas 
fueron entregadas a las mujeres víctimas de 
delitos contra la libertad e integridad sexual 
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por un valor de aproximadamente ciento trein-
ta y cuatro mil millones de pesos. Estas cifras 
muestran una atención importante y el trabajo 
conjunto de varias instituciones colombianas 
para brindar justicia y reparación a las vícti-
mas, aunque no termina siendo suficiente. 
Más de 50 años de conflicto y la evolución de 
la violencia en el país, dificultan que todas las 
mujeres víctimas reciban atención, más cuan-
do existe un claro subregistro de los delitos.

Al respecto, el Centro Nacional de Memo-
ria Histórica (2017) afirma que el acceso a 
la justicia que tienen las mujeres es de poca 
efectividad y de un gran desgaste emocional, 
así como de altos riesgos para su seguridad, 
lo que se traduce en que muchas de ellas no 
denuncian, ya que existe un miedo justificado 
de la retaliación del grupo armado y la descon-
fianza en el trámite judicial. En este sentido, 
las mujeres encuentran diversos obstáculos 
en los procesos de denuncia, como la estig-
matización en sus comunidades, el desconoci-
miento del código propio del sistema judicial, 
la revictimización o la inadecuada tipificación 
de los delitos (Moncayo, 2009).

Estos obstáculos se presentan ante un gobier-
no nacional que cuenta con todo un sistema 
de atención hacia las mujeres víctimas del 
conflicto colombiano, que incluye legislación 
directa e indirecta y que está compuesto por 
instituciones gubernamentales, no guberna-
mentales e internacionales, que a través de 
diversas estrategias brindan asistencia, jus-
ticia y reparación a esta población. Entre las 
instituciones públicas y privadas que trabajan 
para dar atención a las mujeres víctimas del 
conflicto se identifica inicialmente a la Uni-
dad para la Atención y la Reparación Integral 
a las Víctimas, creada por la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras, que brinda atención 

a todas las víctimas de conflicto y a través de 
diversos mecanismos y les otorga reparación 
por los sufrimientos ocurridos en el marco de 
los enfrentamientos.

Por otra parte, la Presidencia de la República 
cuenta con la Consejería Presidencial para 
la Equidad de la Mujer, creada por el Decre-
to 1649 de 2014 y que asiste al gobierno en 
el diseño de políticas destinadas a promover, 
defender y garantizar los derechos humanos 
de la población femenina. Específicamente 
para las víctimas del conflicto, esta institución 
presta apoyo al Sistema Nacional de Atención 
y Reparación integral a las Víctimas, al gene-
rar espacios de diálogo y trabajo con organi-
zaciones no gubernamentales y asesorar a 
la presidencia y demás instituciones guber-
namentales en los temas relacionados con la 
correcta aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario.

Así mismo, existen otras instituciones como 
organizaciones no gubernamentales que tam-
bién prestan atención a las mujeres víctimas 
de la violencia del conflicto, más cuando exis-
te cierto nivel de desatención hacia gran parte 
de esta población. Entre estas organizaciones 
se destaca Ruta Pacífica de las Mujeres, Sis-
ma Mujer, Casa de la Mujer y Red Nacional de 
Mujeres.4 La mayoría de estas organizaciones 
nació entre las décadas de 1980 y 1990, en la 
época en la cual las dinámicas del conflicto 
fueron más graves, cuando se presentaban las 
violaciones más graves hacia los derechos de 
las mujeres y existía menor atención hacia las 
mismas, por lo tanto, su trabajo ha tenido un 
alto impacto en el acompañamiento y repara-
ción de las víctimas.

4  Organizaciones de mujeres: http://www.equidadmujer.gov.
co/consejeria/Paginas/organizaciones-mujeres.aspx 
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En Colombia hay, además, presencia de or-
ganizaciones internacionales que se espe-
cializan en dar atención a las mujeres en el 
contexto humanitario que se presenta en 
el país. Así, se identifica el trabajo del Comité 
Internacional de la Cruz Roja, que brinda apo-
yo al gobierno nacional en el marco del con-
flicto y hacia toda la población en general; y 
ONU Mujeres y otras agencias del sistema de 
Naciones Unidas, cuyas temáticas de acción 
incluyen la violencia hacia las mujeres y la su-
peración del conflicto armado.5

Al considerar la naturaleza, particularidades y 
prolongación del conflicto armado, la existen-
cia de este sistema es completamente nece-
sario y se puede afirmar que sus acciones han 
logrado aliviar de cierta forma el sufrimiento 
de la población femenina; no obstante, su exis-
tencia no es suficiente, y se reconoce que el 
mismo tiene varias falencias que no permiten 
atender a todas las víctimas. A esto se suma el 
subregistro de los delitos, la cultura patriarcal 
presente en el país y las falencias del sistema 
judicial, que dificultan llegar a un contexto a ni-
vel nacional de cero tolerancia de la violencia 
contra la mujer.

En ese orden de ideas, la atención hacia las mu-
jeres víctimas de violencia debe partir, inicial-
mente, de la atención que el Estado les debe 
garantizar. Al respecto, Amnistía Internacional 
(2004) afirma que los siguientes son servicios 
imprescindibles que las instituciones públicas 
deben ofrecer de forma gratuita: 

Asistencia médica inmediata para la aten-
ción de las heridas y lesiones, seguimiento 

5  Estrategia País ONU Mujeres Colombia. Disponible en: 
http://colombia.unwomen.org/es/como-trabajamos/
estrategia-pais-2017-2019

médico para la atención de las consecuen-
cias clínicas del acto violento, provisión 
inmediata de anticoncepción de emergen-
cia y tratamiento profiláctico para evitar el 
contagio de enfermedades de transmisión 
sexual; atención psicológica inmediata e 
intervención de crisis para la víctima y su 
familia; apoyo psicológico especializado 
para abordar el trauma; asistencia médi-
co-legal; asistencia social; y medidas de 
protección para poner a la víctima a salvo 
de los agresores. (p. 36)

Estos servicios deben estar acompañados de 
la atención psicosocial de las mujeres vícti-
mas de violencia, especialmente la sexual, la 
cual debe incluir la perspectiva de género, que 
permite comprender que esta violencia afecta 
a las mujeres de una forma específica; de un 
enfoque feminista, que reconoce que esta vio-
lencia se comete en una cultura que tradicio-
nalmente ha validado la inferioridad femenina; 
de un enfoque en derechos humanos, que re-
afirme que entre los derechos de las mujeres 
se incluyen los derechos sexuales y reproduc-
tivos; y en un contexto político que rechace la 
guerra y no ofrezca beneficios penales hacia 
los victimarios cuando exista un contexto de 
negociaciones de paz (Wilches, 2010).

En entrevistas realizadas a 935 mujeres vícti-
mas de violación a sus derechos, Arnoso, Cár-
denas, Beristain y Afonso (2017), encontraron 
que esta población considera que es impo-
sible reparar los daños sufridos, pero que el 
apoyo psicosocial junto a medidas de tipo dis-
tributivo para mejorar sus condiciones de vida 
y medidas de verdad, justicia y protección, 
son estrategias que aportan en el proceso 
de superación del dolor. Sin embargo, en un 
contexto tan complejo como el colombiano, 
en el cual el sistema de salud es deficiente, 
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la educación no llega a toda la población, las 
oportunidades laborales son limitadas y la 
desigualdad social profundiza los problemas 
de la población, la garantía de estos servicios 
no es prioridad del Estado.

En tal sentido, una verdadera estrategia de 
atención a las mujeres víctimas de la violencia 
debe partir de una solución integral que abor-
de aspectos jurídicos, psicológicos, sociales, 
económicos y políticos, que no solo se cen-
tren en la atención posterior a la comisión del 
hecho victimizante, sino que también trans-
formen la estructura de la sociedad en la que 
tomó lugar. Como primer paso, es necesario 
replantear los procesos educativos y el enfo-
que de género que tienen, de tal forma que la 
educación que reciben tanto mujeres como 
hombres reconozca todos los derechos de la 
población femenina, y a esta como actor clave 
en el interior de cualquier sociedad. Esos pro-
cesos educativos deben incluir de forma obli-
gatoria la educación sexual y la educación en 
derechos humanos.

Sin embargo, esto no modifica las prácticas 
patriarcales que permanecen en el contexto 
cultural colombiano, especialmente aquellas 
que afectan los procesos judiciales y de aten-
ción en salud hacia las mujeres víctimas, por 
lo cual también es necesaria la correcta ca-
pacitación de los agentes que se encargan de 
atender, investigar y sancionar los delitos que 
afectan su dignidad e integridad; esto, enmar-
cado en una legislación nacional, que no solo 
reconozca el sufrimiento de las mujeres, sino 
que también se enfoque en brindarles fácil ac-
ceso a todos los servicios que requieren.

Todas estas estrategias se deben acompañar 
de la efectiva superación del conflicto arma-
do, que debe estar acompañada de procesos 

de verdad, justicia, reparación y garantías de 
no repetición. No obstante, al considerar la 
duración del conflicto armado y las dificulta-
des existentes para esa misma superación, es 
indispensable que las mujeres sean incluidas 
como actores partícipes de los procesos de 
negociación, superación de los enfrentamien-
tos y construcción de paz. Al respecto, Abril 
(2011) afirma que tradicionalmente las muje-
res han sido tratadas como sujetos pasivos en 
las políticas de paz y seguridad, lo que les im-
pide el acceso a puestos de responsabilidad, 
decisión política y participación en aspectos 
que afectan sus intereses y necesidades. En 
el marco del conflicto, las mujeres han sido 
víctimas, pero son mucho más que eso, son 
actores de cambio y transformación de la so-
ciedad colombiana.

Conclusiones

Las mujeres colombianas que han sido víc-
timas de los estragos del conflicto armado 
durante más de sesenta años lo han sido no 
solo como madres, hijas, hermanas, esposas 
o allegadas de personas que ha sufrido di-
versos tipos de violencia, sino también como 
víctimas directas, cuyos cuerpos fueron con-
vertidos en una estrategia militar de ataque 
en contra del enemigo. Los tipos de violencia 
sexual que han padecido, las ha enfrentado a 
una cultura que rechaza a las víctimas de la 
misma y a un sistema judicial que no posee 
los elementos suficientes para bríndales la 
atención que necesitan.

Aunque se identifica la existencia de diver-
sas estrategias de protección hacia las muje-
res víctimas de los grupos armados y de las 
fuerzas del Estado, como lo son la Unidad 
para la Atención y la Reparación Integral a las 
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Víctimas, diversas leyes sobre el acceso a la 
justicia, instrumentos jurídicos internaciona-
les como los Convenios de Ginebra o los Pac-
tos internacionales de Derechos Humanos; 
esta población no ha obtenido la atención y 
reparación que requiere para superar los es-
tragos sufridos por la violencia. Aun con la 
presencia en el territorio nacional de diversas 
organizaciones no gubernamentales y organi-
zaciones internacionales, como la Cruz Roja y 
ONU Mujeres, la misma evolución del conflicto 
y dinámicas de violencia, y su duración en el 
tiempo dificultan una completa satisfacción a 
sus derechos como víctimas.

Los análisis presentados muestran claramen-
te que la efectividad de las estrategias aplica-
das a lo largo del territorio no es buena. Se 
identifica inicialmente que existe un subregis-
tro de los casos, pues las víctimas no denun-
cian los delitos cometidos en su contra, ya 
sea por el desconocimiento de los procesos, 
la no existencia de los mismos, el miedo que 
infunden los mismos actores armados o los 
riesgos que corren de no ser atendidas o ser 
revictimizadas. Aquellas mujeres que realizan 
las denuncias pertinentes, se encuentran con 
un sistema judicial que les brinda poca aten-
ción, que las estigmatiza por la violencia sufri-
da o que no aplica sanciones proporcionales 
a los daños sufridos. Ante este contexto, las 
organizaciones no gubernamentales y algu-
nas organizaciones internacionales realizan 
trabajos enfocados en dar atención a estas 
mujeres, no obstante, es también una estra-
tegia que se queda corta ante la magnitud del 
problema y que finalmente está reemplazan-
do una responsabilidad que le corresponde al 
Estado colombiano.

En consecuencia, se hace necesario que el 
Estado fortaleza los instrumentos de atención 
hacia las mujeres víctimas, sea a través de ta-
lleres de formación y capacitación que permita 
que los agentes de la rama judicial consideren 
el enfoque de género en los procesos de aten-
ción que realizan, o por medio de una reforma 
a la justicia que aplique sanciones más seve-
ras hacia los responsables de los delitos. Se 
evidencia que la legislación a nivel nacional e 
internacional es existente, pero los fallos en la 
atención se presentan por la dinámica de fun-
cionamiento de las instituciones, por lo cual se 
hace necesario su fortalecimiento.

Si se mejora la atención desde las institucio-
nes del Estado es posible reducir el subre-
gistro de los delitos, en el sentido que, si hay 
mayor efectividad en la atención, una mayor 
cantidad de víctimas van a acudir al sistema 
judicial. A esto se debe sumar la necesaria su-
peración de la cultura patriarcal que caracteri-
za a la sociedad colombiana, tarea que no es 
fácil, pero que se puede lograr desde el mismo 
sistema educativo colombiano.

Finalmente, la estrategia que mayor resulta-
do daría para superar la violencia en contra 
de la mujer en el marco del conflicto armado, 
es la solución al mismo. Al respecto, el actual 
acuerdo de paz es un paso importante para 
este objetivo, no obstante, no es suficiente, 
más cuando todavía hay presencia de otros 
grupos armados. Es necesario que el gobierno 
nacional busque salida a los problemas de vio-
lencia con cada uno de los actores armados 
que permanecen en el territorio, de tal forma 
que no solo se reduzca la violencia en contra 
de las mujeres sino en contra de toda la pobla-
ción en general.
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